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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 340/2024-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., a veintiséis de junio de dos mil veinticuatro.

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 340/2024-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veinticinco de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo a**********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí.

 Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del diecisiete de mayo de este año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que la actora precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución. 
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales. 
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda**********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a quien resulte conductor y/o a quien resulte propietario del vehículo **********Para esos efectos, quien promueve la demanda de nulidad lo es el actor ********** lo que pretende justificar con un ********** del vehículo citado, el cuál se encuentra agregado en autos a ********** del expediente en que se actúa, siendo insuficiente para tenerlo por acreditada la propiedad del citado vehículo, por lo que entonces es innegable que  no cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio, tal y como más adelante se hará constar.
Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio, en virtud de que aportó para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja 41 de este expediente.

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que el caso que nos ocupa, encuadra en las hipótesis previstas y señaladas en los artículo 228 fracción II, en relación con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que arroja en consecuencia el sobreseimiento del presente asunto, en términos de lo establecido en el artículo 229 fracción II de la norma en comento, lo anterior en virtud de las siguientes consideraciones:

Para una mejor comprensión en el caso planteado, se hace necesario transcribir los preceptos de referencia y que en su parte conducente establecen lo siguiente:  

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor.”
ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.” 
Así, del artículo 228 fracción II de la norma en comento, se desprende la improcedencia del juicio contencioso administrativo contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la actor, como lo es el presente caso.

De los demás numerales transcritos, se aprecia que el juicio contencioso administrativo podrá promoverse por quien aduzca ser titular de un derecho subjetivo (interés jurídico) o de un interés legítimo y con ello se haya producido una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.  

En el caso que nos ocupa, la parte demandante aduce ser titular de un derecho subjetivo (interés jurídico), que fue afectado real, actual y directamente a su esfera jurídica por un acto de autoridad; pues demanda de la autoridad en lo que ahora importa, la emisión de la boleta de infracción identificada con el número de folio BB 141708, la cual se encuentra dirigida “A quien resulte conductor” o “Quien resulte propietario”, por lo que, en ese caso, se analizará en primer término, si acreditó ese interés jurídico que dice fue afectado por el aludido acto demandado. 

En ese contexto, es necesario señalar, que el interés jurídico, se traduce en un derecho jurídicamente tutelado que constituye uno de los presupuestos para promover el juicio de nulidad; por ende, es procedente contra actos que afectan el interés jurídico del demandante y para que ello acontezca, es menester que se acredite fehacientemente una afectación de manera directa e inmediata. 

En ese tenor, el interés jurídico para efectos del juicio que nos ocupa, debe acreditarse fehacientemente, sin que pueda inferirse con base en presunciones, ya que encierra la petición de una declaración de nulidad y la restitución de los derechos afectados por el acto de autoridad. 

Siguiendo lo anterior, debe decirse que para estar en condiciones de un análisis de los conceptos de impugnación, es presupuesto indispensable la acreditación del interés jurídico del actor; es decir, la existencia de un derecho tutelado que, al ser transgredido por la actuación de una autoridad, faculta a su titular para acudir ante el órgano jurisdiccional correspondiente, demandando que esa trasgresión cese. 

Ahora, como la tutela del derecho sólo comprende a bienes jurídicos reales y objetivos, las afectaciones deben igualmente ser susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente; de modo que la naturaleza intrínseca de ese acto demandado determina el perjuicio o afectación en la esfera normativa del particular, sin que pueda hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que una persona puede sufrir, no afecten real y evidentemente sus bienes jurídicamente tutelados. 

Por tanto, se reitera, que ese derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico que debe tomarse en consideración para la procedencia del juicio, interés que implica la existencia de dos elementos a saber, el primero, la titularidad de un derecho y, el segundo, la afectación por un acto de autoridad. 

Lo que resulta claro, pues tal y como se plantea en la demanda de nulidad, el actor no persigue únicamente el respeto del derecho objetivo, es decir, el respeto a la norma jurídica como regla de conducta, sino que al combatir la boleta de infracción y la multa correspondiente que describe en su demanda, busca su nulidad; dicha voluntad constituye el derecho subjetivo, al que en sentido lato se define como el interés de un bien, garantizada por la voluntad de la ley.

Luego, en tratándose de actos provenientes de procedimientos seguidos en forma de juicio, como en el caso, debe subsistir la necesidad de acreditar el interés jurídico y que el acto de autoridad le cause un agravio actual, personal y directo. 

En ese contexto, en relación el acto que se atiende en el presente apartado, consistente en la aludida emisión de la boleta de infracción, no se advierte afectación a la esfera jurídica del quejoso.

Lo anterior, debido a que el demandante ofreció en copia certificada ante Notario Público, ********** como comprador del vehículo citado, tal y como asi lo acredita a foja ********** de este expediente.  
Empero, dicho documento resulta insuficiente para acreditar el interés jurídico a que se hizo alusión en párrafos anteriores, ya que no es el idóneo para acreditar el derecho de propiedad que el actor refiere tener sobre el vehículo descrito con anterioridad, pues si bien de la documentación descrita con antelación, se observa al actor como adquirente del vehículo involucrado; no menos cierto resulta, que ello no demuestra que con base en esa figura jurídica, adquirió los derechos de propiedad sobre dicho bien mueble, es decir, no demuestra que precisamente en la fecha de emisión del acto impugnado, el vehículo descrito en la boleta de infracción es de su propiedad, como lo afirma en su demanda.
Lo anterior es así, puesto que el hecho de haber ofrecido el citado Contrato de Compraventa en copia certificada ante el Notario Público, con dicha certificación, solamente se acredita que el ********** el actor solicitó al Notario en mención, que se certificara el contrato de referencia, no así que en esa fecha y ante esa Institución, se haya celebrado dicho contrato entre ********** como comprador del vehículo citado.     
Esto es, que el Notario Público número veinte, certifica la identidad de las copias fotostáticas cotejadas con el documento exhibido pero sin calificar sobre la autenticidad, validez o licitud del mismo, por lo que dicha certificación no se exitende tampoco a la fé de la fecha en que se realizó dicha operación de compraventa.    

Entonces, debió acreditar su propiedad con base en un título legítimo, de considerar lo contrario se llegaría al extremo que cualquier detentación de bienes, aún la ilícita, otorgaría un derecho subjetivo sobre los mismos para promover juicio contencioso administrativo, lo cual no es apegado a nuestro ordenamiento legal.

Por tanto, si el acto impugnado se hace consistir en el levantamiento de una boleta de infracción que implican afectación o menoscabo a sus derechos, resulta lógico que para comprobar el interés jurídico, sólo deben demostrarse tales derechos de propiedad o posesión respecto de los mismos, de manera fehaciente, con datos inequívocos, bien sea con los documentos que acrediten que llevó a cabo el registro de la trasmisión ante la autoridad fiscal encargada de llevar a cabo el trámite de registro del cambio de propietario; bien con la copia certificada de la tarjeta de circulación o bien con la factura en la que conste la adquisición del vehículo por el demandante; o con cualquier otra prueba idónea y fehaciente que adminiculada al documento que aporta como prueba, demuestre esos extremos. 

Ciertamente, porque quien se ostenta como propietario de un vehículo respecto del cual penden actos de autoridad, el interés jurídico se demuestra con las documentales que acrediten eficazmente que el actor es el propietario del mismo, puesto que su esfera de derecho de propiedad se vio afectada por el acto de autoridad, que por tanto como tal, debe cumplir con los extremos que la ley le impone.

No pasa inadvertido para esta juzgadora el hecho de que la parte actora haya exhibido contrato de compraventa privado respecto del vehículo descrito en el acto impugnado, ya que dicho documento carece de fecha cierta, entendiéndose por ello que para tener eficacia probatoria y surtir efectos contra terceros, requieren de ser de fecha cierta, lo que ocurre a partir del día en que se celebra dicho contrato  ante fedatario público o funcionario autorizado, o bien, cuando se  haya llevado a cabo el registro de la trasmisión ante la autoridad fiscal encargada de llevar a cabo el trámite de registro del cambio de propietario, por ende, resulta insuficiente para acreditar su interés jurídico, puesto que el documento de referencia, por sí solo, imposibilita determinar con certeza si el presunto contrato de compraventa es anterior o posterior a la fecha en que se emitió el acto impugnado, lo cuál no se demuestra en la presente instancia. 

Tiene aplicación al caso en concreto, la jurisprudencia con número de registro 1002361, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 315, tomo II, procesal constitucional 1, común primera parte -SCJN segunda sección- improcedencia y sobreseimiento, novena época del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 2011, de rubro y texto siguiente: 

“INTERÉS INEFICACIA JURÍDICO DEL EN EL AMPARO, CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA DE FECHA INCIERTA, PARA ACREDITARLO. Si bien en términos del artículo 203 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los documentos privados no objetados en juicio hacen prueba plena, esta regla, no es aplicable en tratándose de documentos privados en los que se hace constar un acto traslativo de dominio, los cuales, para tener eficacia probatoria y surtir efectos contra terceros requieren de ser de fecha cierta, lo que este Supremo Tribunal ha estimado ocurre a partir del día en que se celebran ante fedatario público o funcionario autorizado, o son inscritos en el Registro Público de la Propiedad de su ubicación, o bien, a partir de la muerte de cualquiera de los firmantes; por lo que es dable concluir, que con esa clase de documentos no debe tenerse por acreditado el interés jurídico del quejoso que lo legitime para acudir al juicio de amparo, pues la circunstancia de ser de fecha incierta, imposibilita determinar si todo reclamo que sobre esos bienes realicen terceros, es derivado de actos anteriores o posteriores a la adquisición del bien litigioso, garantizándose de esta manera, la legalidad y certeza jurídica que debe imperar en este tipo de operaciones y evitando que el juicio de amparo sea utilizado con fines desleales.” (Las negritas son nuestras)

En tales condiciones, toda vez que la parte demandante no demostró la afectación a su interés jurídico, en relación con la boleta de infracción impugnada, relacionada con el vehículo citado en párrafos precedentes, se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista por la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que entonces  lo procedente es sobreseer el presente juicio contencioso, con apoyo en la fracción II, del numeral 229 del ordenamiento jurídico invocado.

En virtud de que esta Primera Sala Unitaria ha decretado la procedencia de la causal analizada en los párrafos que anteceden, resulta innecesario el estudio de los argumentos planteados por la parte actora, en razón de que el hacerlo, no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio  que dice: 

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. 

Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO."

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 228 fracción II, 229 fracción II, 231, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.  
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”







